SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 029
RADICACIÓN: 66001311800120190000101

ACCIONANTE: VLADIMIR OROZCO DUQUE
CONFIRMA PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IGUALDAD Y SUMINISTRO DE AGUA / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA TUTELA / PERJUICIO IRREMEDIABLE / REQUISITOS / DEBER DE DESCRIBIRLO Y ACREDITAR SU EXISTENCIA.
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)
En el caso sometido a estudio el tutelante solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, salud, dignidad humana y al agua, por cuanto el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO no le está brindado el servicio del líquido vital, pero además porque las entidades a cargo de vigilar dicho acueducto omiten realizar las gestiones necesarias para mejorar su calidad. (…)
… acerca de la existencia de un perjuicio irremediable, la H. Corte Constitucional en sentencia T-471/17 sostuvo:

“[…] De otra parte, en cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad.

Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio. (…)
Para el presente evento no puede decirse que se acreditó un perjuicio irremediable con la mera manifestación del accionante acerca de un inminente riesgo para la población de la vereda El Chocho, sin especificarse claramente por qué es urgente la intervención del juez de tutela, o qué daños graves se causarían a la comunidad de no emitirse un pronunciamiento de fondo por medio de esta acción constitucional. (…)
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RAMA JUDICIAL

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA N º  2 DE ASUNTOS penales

para adolescentes
Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de marzo de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación N° 069
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    el señor VLADIMIR OROZCO DUQUE, con ocasión de la demanda de tutela instaurada en contra de la SECRETARÍA DE SALUD MUNICIPAL DE PEREIRA, ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO, AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA, CARDER DE PEREIRA y SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS, que fuera tramitada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.)
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el señor VLADIMIR OROZCO se puede sintetizar así: (i) es propietario del predio con matricula inmobiliaria 290-59503, ubicado en la vereda El Chocho, zona rural del municipio de Pereira; (ii) en dicho sector el servicio de acueducto es administrado por el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO, quien a su vez suministra el servicio para los sectores de La Mina y Canceles, y beneficia aproximadamente 1200 personas; (iii) por el mal aspecto del agua que llega a las viviendas para el consumo humano solicitó a la CARDER realizar una visita técnica con el fin de analizar la calidad del agua; (iv) la CARDER remitió la solicitud a la SECRETARÍA DE SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL DE PEREIRA por ser la autoridad competente de verificar la calidad del agua - Decreto 1575/07-; (v) la Secretaría no tuvo la voluntad de realizar un estudio actualizado del agua de consumo humano para dicho sector, y allegó un informe de fecha septiembre 09 de 2017 el cual se traduce en un total desprecio hacía la comunidad, porque a pesar de los hallazgos de “no aceptable el líquido vital”, no adoptó medidas que permitan mejorar su calidad, y dejó en inminente riesgo a la población; (vi) su vivienda hace tres meses no cuenta con el servicio de agua; (vii) el fontanero del acueducto le informó que la suspensión del agua se debe a un taponamiento de la tubería, pero el gerente del acueducto no ha suministrado los materiales para realizar la reparación del daño que afecta aproximadamente a 10 viviendas; (viii) la anterior situación lo obliga a acudir a los vecinos por medio de mangueras para que le suministren el agua; (ix) los constantes cortes del servicio sin previo aviso son una violación a múltiples derechos fundamentales toda vez que no se le garantiza el suministro por medio de carro tanques durante la ausencia del preciado líquido esencial para la vida; y (x) en este caso existe responsabilidad por parte de la SECRETARÍA DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL y la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS por no tomar acciones pertinentes a pesar de los pésimos resultados encontrados en los estudios de laboratorio, los cuales ponen en riesgo la salud y la vida de los residentes en ese sector.
Solicita en consecuencia: (i) se ordene a la SECRETARÍA DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL realizar un estudio del agua que suministra el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO con el fin de evidenciar la calidad de la misma; (ii) adopte las medidas técnicas que sean necesarias para permitir la potabilización del agua y comunique a través de los medios más expeditos los riesgos que genera para la salud el consumo del agua que a la fecha suministra el acueducto comunitario; (ii) se ordene a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS adelantar de manera inmediata la respectiva investigación administrativa al ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO; (iii) se disponga que la Junta Directiva del Acueducto Comunitario El Chocho debe garantizar el suministro del agua a los residentes en calidades óptimas e informar con antelación los cortes en el servicio, y que se garantice el suministro del agua a través de carro tanques; y (iv) se ordene a la empresa AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA adelantar los estudios técnicos que permitan el suministro del agua a través de dicha empresa a las comunidades de La Mina, El Chocho y Canceles, y una vez realizados los estudios pertinentes procedan a suministrar el servicio de acueducto en el sector.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió a las entidades accionadas, quienes al respecto así se pronunciaron:
- El apoderado judicial de la CARDER informó que no hay prueba de que el accionante sea el propietario del predio -con matrícula inmobiliaria 290-59503 de Pereira-, porque se realizó una consulta en la página de Ventanilla Única de Registro –UVR- y no se encontró que la matrícula perteneciera al señor VLADIMIR OROZCO.

Frente a la solicitud de análisis de calidad del agua de la vereda El Chocho, se envió la solicitud a la SECRETARÍA DE SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL por ser la entidad competente, y la Secretaría anexó un informe del análisis realizado en septiembre 09 de 2017 el cual arrojó un diagnóstico de no aceptable.

La CARDER tiene funciones de administración del medio ambiente y de los recursos naturales por lo que la verificación de la calidad del agua del acueducto -por ser para consumo humano- le compete a la SECRETARÍA DE SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL DEL MUNICIPIO DE PEREIRA de conformidad con el Decreto 1575/07.

Desde que la Asociación de Usuarios de Acueducto El Chocho y Canceles radicaron solicitud de concesión de aguas superficiales y ocupación de cauce, han realizado todos los trámites administrativos. De igual forma en junio 30 de 2018 la Corporación efectuó la visita técnica donde se dejó constancia de los aspectos encontrados en dicha visita y está en estudio la realización del concepto técnico donde se plasman los resultados de la visita. 
La entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno, y solicita se absuelva de responsabilidad.

- La abogada de la empresa AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA señaló que en el sector donde reside el accionante el servicio de acueducto es administrado por un acueducto comunitario, lo que indica que la empresa no es la prestadora del servicio de acueducto y alcantarillado en el sector. No existe relación jurídica alguna de la cual se derive obligación o derecho entre el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO y la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A.S ESP.

Es competencia del municipio de Pereira suministrar el agua potable a los sectores que se encuentran por fuera del perímetro de la prestación del Servicio de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A.S ESP, por lo que las condiciones en las que ha de prestarse el servicio de agua potable en las comunidades descritas en la acción constitucional son ajenas a la empresa.

En el presente asunto se da una falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que entre la empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A.S ESP y el señor VLADIMIR OROZCO no existe una relación jurídica, por tal razón no le compete el estudio del agua suministrada por el Acueducto Comunitario el Chocho.

La acción de tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar el cambio del prestador del servicio. De conformidad con lo dispuesto en la ley 142/94 el interesado se encuentra facultado para presentar solicitud ante la empresa para la prestación del servicio de acueducto, y frente a la decisión de la empresa el interesado podrá interponer los recursos de reposición y apelación. Sin embargo, no se registra prueba de que el accionante hubiese realizado una solicitud a la empresa.

- La Secretaria de Salud Pública y Seguridad Social de Pereira expresó que la solicitud el accionante la hizo en enero 11 de 2018, pero para esa época no se tenía el estudio del 2018, razón por la cual se entregó al actor el estudio del año 2017, el cual tenía como diagnóstico “no aceptable”, situación que originó una asistencia técnica por parte de la Secretaria de Desarrollo Rural y funcionarios de la Secretaria de Salud.

En marzo 21 de 2018 realizaron una visita al sector y el diagnóstico del estudio fue “aceptable”. Por lo anterior, crearon un mapa de riesgo denominado Evaluación de Impacto Ambiental de la quebrada La Bella -suministro hídrico del Acueducto Chocho Canceles- el cual señaló que las condiciones del agua fueron buenas y no presentaba turbiedad ni color jabonoso como había sucedido en visitas anteriores.

En enero 16 de 2019 realizaron visita de control a la planta de tratamiento del Acueducto el Chocho Canceles en compañía del fontanero -el señor Alonso García-, quien manifestó que se realizó el cambio de tubería sanitaria en el sector “Los Cardona” y suplieron la falencia que se presentaba en dicho sector. 
Solicitó que se declare improcedente la acción de tutela contra la SECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA Y SEGURIDAD SOCIAL debido a que su gestión se ha realizado a cabalidad.

3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de enero 25 de 2019 no tuteló los derechos fundamentales deprecados por el señor VLADIMIR OROZCO. Llegó a la anterior determinación al considerar que la SECRETARÍA DE SALUD DE PEREIRA no puede emitir un nuevo concepto, toda vez que la entidad ya lo hizo en marzo 21 de 2018, y si bien la Secretaría presentó el informe al accionante del año 2017, lo hizo porque no contaba con el estudio actualizado. En cuanto a las demás pretensiones del actor, no se demostró haber acudido directamente a la SUPERINTENDNECIA DE SERVICIOS PÚBLICOS y la CARDER para que se investiguen las presuntas irregularidades en la prestación del servicio de acueducto. Por último, la empresa de AGUAS Y AGUAS no está obligada a suministrar el líquido vital por fuera de su perímetro de prestación del servicio.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante inconforme con la decisión presentó un escrito mediante el cual impugna la sentencia y manifestó que el fallo se soporta en un estudio realizado por la SECRETARIA DE SALUD DE PEREIRA de marzo 21 de 2018, sin tener en cuenta que la presentación de tutela hace referencia a la falta de agua en los últimos tres meses.

Además, no se observa contestación por parte del ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO a la acción de tutela, ni que se hubiera corrido traslado a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS para que hiciera un seguimiento al manejo que se le está dando al acueducto.

No tutelar los derechos fundamentales invocados en la acción de tutela pone en riesgo los derechos a la salud, dignidad y vida de los residentes del sector que a diario deben consumir dicho líquido los cuales en su mayoría son comunidades vulnerables y niños. 
Solicitó que se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se tutelen los derechos fundamentales de las comunidades de Canceles, El Chocho y La Mina.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Adolescentes, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1 del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo objetado, en cuanto no tuteló los derechos fundamentales invocados por el señor VLADIMIR OROZCO DUQUE. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico [...]” (negrillas fuera de texto).

En el caso sometido a estudio el tutelante solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, salud, dignidad humana y al agua, por cuanto el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO no le está brindado el servicio del líquido vital, pero además porque las entidades a cargo de vigilar dicho acueducto omiten realizar las gestiones necesarias para mejorar su calidad. 
Para resolver el anterior problema jurídico, el juez de primera instancia analizó las gestiones que realizó cada entidad respecto a la prestación del servicio que debe brindar el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO, y concluyó que no existe vulneración alguna de derechos fundamentales por cuanto la SECRETARÍA DE SALUD DE PEREIRA actualizó el estudio que se hizo sobre el agua, cuyo resultado según diagnóstico de marzo 21 de 2018 arrojó “aceptable”, y advirtió que frente a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS y la CARDER el accionante no hizo ninguna solicitud.
Empero, el fallador omitió realizar el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, como quiera que se trata de un asunto que se debe resolver ante la jurisdicción ordinaria.  

Así es porque de la situación planteada en sede de tutela, se observa que el señor VLADIMIR OROZCO reprocha del ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO la prestación deficiente del agua potable, y arguye que presenta condiciones no aceptables de consumo. Además señala que su vivienda se encuentra sin ese servicio.
Para la Colegiatura, el amparo invocado no resulta procedente cuando se cuenta con otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.
En efecto, acerca de la existencia de un perjuicio irremediable, la H. Corte Constitucional en sentencia T-471/17 sostuvo:

 
“[…] De otra parte, en cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad.
 
Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio. 
 
En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación probatoria  de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a determinados bienes bajo su protección.
 
Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. 
Si bien la acción de tutela puede resolver transitoriamente asuntos propios de otra jurisdicción, ello ocurre cuando exista un perjuicio irremediable que le impida al accionante acudir al otro medio de defensa judicial, no obstante, dicha situación debe acreditarse mínimamente en el caso específico. 

Para el presente evento no puede decirse que se acreditó un perjuicio irremediable con la mera manifestación del accionante acerca de un inminente riesgo para la población de la vereda El Chocho, sin especificarse claramente por qué es urgente la intervención del juez de tutela, o qué daños graves se causarían a la comunidad de no emitirse un pronunciamiento de fondo por medio de esta acción constitucional.
En principio el actor manifestó que se encontraba sin el suministro del agua en su residencia, pero se pudo constatar con él y con la información que rindió la empresa de AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA
, que el 16 de enero de 2019 la Secretaría de Salud Pública de Pereira realizó visita de control a la planta de tratamiento de acueducto El Chocho Canceles, y se comprobó que el agua se suministra a toda la comunidad de forma continua. Además, la SECRETARÍA DE SALUD ha realizado las acciones pertinentes para inspeccionar y vigilar la calidad del agua para el consumo en los sectores de Canceles, El Chocho y La Mina, y de esa forma se logró que el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO  cumpla los parámetros para que el agua potable sea aceptable para su consumo.
Se concluye con lo anterior que no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable toda vez que el actor cuenta con el servicio de agua potable y la SECRETARÍA DE SALUD certificó que la misma es “aceptable para su consumo”, y dado que la postura del actor va encaminada a que se protejan sus derechos y los de la comunidad de la vereda El Chocho en general, ello no puede ser objeto de trámite por este medio preferente y sumario sino por la vía contencioso administrativa por medio de la cual se deberá debatir el referido asunto.

Para la Corporación, el procedimiento idóneo y eficaz del cual dispone el accionante VLADIMIR OROZCO para solicitar la protección de sus garantías fundamentales y las de la comunidad, en caso de persistir en la afirmación según la cual existe un incumplimiento en los deberes oficiales asignados a cada una de esas dependencias, es el uso de la acción popular ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, cuyo procedimiento se muestra expedito para demandar la situación que se presenta en la vereda El Chocho y no por medio de esta acción perentoria y sumaria.

Por último, razón le asiste al juez de primer nivel cuando advierte que frente a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS y la CARDER no existe ninguna solicitud formal por parte del señor VLADIMIR OROZCO con el fin de solicitar un seguimiento y vigilancia contra el ACUEDUCTO COMUNITARIO EL CHOCHO en relación con la eficiente  prestación del servicio de agua; por tanto, es irrelevante realizar cualquier análisis en cuanto a la responsabilidad constitucional que le asiste a cada una de las entidades referidas, ya sea por acción y omisión en sus actividades de vigilancia y control. 
En conclusión, se CONFIRMARÁ PARCIALMENTE la decisión del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda) en cuanto negó el amparo deprecado por el actor frente a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS y la CARDER, como quiera que no existió afectación de ningún derecho fundamental, y se MODIFICARÁ en el sentido que la acción de tutela debe declararse IMPROCEDENTE al no estar dados los requisitos para que opere la subsidiariedad pretendida contra las demás entidades accionadas.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la decisión del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda) en cuanto NEGÓ el amparo deprecado por el actor frente a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS y la CARDER, como quiera que no existió afectación de ningún derecho fundamental, y SE MODIFICA en el sentido que la acción de tutela debe declararse IMPROCEDENTE al no estar dados los requisitos para que opere la subsidiariedad pretendida contra las demás entidades accionadas.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

   DUBERNEY GRISALES HERRERA 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA                  

Secretario
� Ver folios 89 y folio 6, cuadernos de 1ª y 2ª instancia respectivamente 
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